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HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

PROVINCIA DE BUENOS AIRES

PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de:

LEY
Artículo 1º: Modifíquese el artículo 1º de la ley 11.018, el cual quedará redactado de la siguiente manera:
 
“ARTICULO 1°: Autorizase en la medida y con los alcances de la presente Ley, en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, el funcionamiento y explotación del juego de azar denominado "Lotería Familiar", "Lotería Familiar Gigante", o "Bingo". Como máximo podrán ser autorizados 32 Distritos o Partidos, en los cuales podrán habilitarse Salas de Juego. En ningún caso las Salas de Juego habilitadas podrán ser trasladadas a otros municipios, ni dentro del ámbito territorial de los distritos ya autorizados.” 
Artículo 2º: Derogase toda norma que oponga a la presente.
FUNDAMENTOS

En la Provincia de Buenos Aires una vez más se avizora la realización de actos cuyo fundamento, lejos de ser el bien común, radica en los intereses de los amigos del poder. Poco importan los derechos de los ciudadanos: las decisiones son tomadas en miras de seguir otorgándole beneficios a los empresarios que ostensiblemente se han enriquecido a costa de los sectores más vulnerables. 

Nos estamos refiriendo a la llegada de Cristóbal López, el denominado “Zar del Juego”
, a la Provincia de Buenos Aires. Si bien desde hace tiempo se rumorea que la intención de este empresario es desembarcar en una de las provincias más ambicionadas del país, dicho final parece ser inminente.

Fuentes periodísticas afirman que “Otra información que circuló es que Cristóbal López quiere comprar el bingo de Los Polvorines para luego trasladarlo a San Isidro o Vicente López, territorios donde el volumen del negocio se triplicaría, y que también empezaría negociaciones para adquirir el Bingo de Tres Arroyos para moverlo a Ezeiza”

En realidad, más allá de quien obtenga la explotación de las Salas de Juego resulta alarmante que el Estado Provincial se mantenga pasivo frente a la concreción de enormes negociados que siguen violando el derecho a la salud de los ciudadanos de la Provincia.

El Estado Provincial nuevamente se constituye en un convidado de piedra ante quienes negocian sobre una actividad que literalmente enferma a la sociedad.

La ludopatía es un problema de salud y así debe tratarse. El Estado debe preocuparse por la temática y actuar en consecuencia. 
Por medio de la presente iniciativa se propugna prohibir el traslado de las salas habilitadas. De lo contrario se estaría legitimando que los empresarios amigos del poder dispongan arbitrariamente del lugar donde explotar la actividad, guiados por el mero espíritu de lucro que caracteriza su accionar. 

La habilitación de nuevas salas y el traslado de las existentes son decisiones que no pueden dejarse libradas a criterio de un órgano de control que resultó absolutamente funcional al poder.  Esta Honorable Cámara de Diputados no puede mirar para otro lado mientras que abiertamente los empresarios que carterizan el juego se disputan la Provincia como si estuvieran intercambiando figuritas.

No vamos a aceptar los argumentos en virtud de los cuales cuanto más se juega, más recauda la Provincia. La repudiable práctica de incentivar a la población a jugar “para ayudar”, apelando a la solidaridad y a la ética, pretende disfrazar a una fuente de enfermedades con ropaje de salvavidas. Un análisis serio de la cuestión evidencia que los costos directos e indirectos de tal conducta son más onerosos y más perjudiciales para el tejido social que los supuestos beneficios por los recursos colectados a través de tal actividad. 
Finalmente, no debe perderse de vista que el bien jurídico que a través del presente proyecto se tiende a preservar, es el derecho a la salud. 
   Los Pactos internacionales con jerarquía constitucional (art. 75 inciso 22 Constitución Nacional)  contienen cláusulas específicas que resguardan la vida y la salud, según surge del art. XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, del art. 25 inc. 2° de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, de los arts. 4° inc. 1° y 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos ─Pacto de San José de Costa Rica─, del arts. 6° y 24 inc. 1° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y del art. 12 inc. 1° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Además, nuestro país se ha obligado “hasta el máximo de los recursos de que disponga” para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos reconocidos en dicho tratado (art. 2° inc. 1°). En lo que concierne al modo de realización en estados de estructura federal, el propio Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas ha reconocido que si bien el gobierno federal tiene la responsabilidad legal en última instancia  de garantizar la aplicación del pacto (conf. Naciones Unidas. Consejo Económico Social. Aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Informes iniciales presentados por los estados parte con arreglo a los arts. 16 y 17 del Pacto. Observaciones. Suiza -E/1990/5/Add.33-, 20 y 23/11/1998, publicado por la Secretaría de Investigación de Derecho Comparado de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina en “investigaciones” 1 (1999), ps. 180 y 181) ello no  quita la responsabilidad de las provincias en materia de derecho a la salud.

 Tanto el Estado Nacional como el Provincial han asumido, pues, compromisos internacionales explícitos encaminados a promover y facilitar las prestaciones de salud. Y la ludopatía no escapa a la caracterización de un factor que vulnera precisamente ese derecho. 
La Constitución de la Provincia de Buenos Aires reconoce expresamente entre los derechos sociales los correspondientes a la salud en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos, (arts. 11; 12 incs. 1° y 3° y 36 inc. 8°).
No debemos olvidar que en este caso la lesión al derecho a la salud que genera la ludopatía se debe, de acuerdo a como se estructura el juego en la Provincia de Buenos Aires, no a una omisión exclusivamente, sino a una acción del propio Estado provincial que es quien explota el juego.
Por los motivos expuestos solicitamos a los Señores Diputados nos acompañen en la aprobación del presente proyecto de ley. 
� “El zar del juego rompe el silencio y niega su retiro”, La Nación, 31/08/2008; “Cristóbal López ya tiene constructora para participar de las licitaciones”, Critica de la Argentina, 09/04/2009.


� Un empresario K, a punto de entrar al juego bonaerense”, Clarín, 05/12/2009.
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